DEL CONFESIONALISMO A LA LIBERTAD

En el año de 1935 el Congreso promulgó la Ley 68, conocida como Ley Orgánica de la Universidad, por medio de la cual se agrupan en un solo cuerpo orgánico las diferentes facultades profesionales que hasta entonces funcionaban separadamente. Los vientos reformadores que acompañaron la primera presidencia de Alfonso López Pumarejo apuntaron de manera significativa a lograr la transformación del sistema y de los programas educativos prevalecientes, con el fin de amoldarlos no sólo a la nueva realidad política –la consolidación del liberalismo como principal fuerza política del país- sino también a las necesidades del desarrollo industrial, y de ponerse a tono con los avances de las ciencias experimentales y del saber científico que el anterior régimen conservador no incorporó en razón de sus concepciones religiosas y tradicionalistas.

Ese espíritu reformador, expresado en el Decreto 1283 de 1935 y en la Ley 68 Orgánica de la Universidad Nacional, reflejó los anhelos de cambio de la juventud estudiosa y de los sectores políticos más progresistas, que miraron con simpatía el movimiento de Córdoba, Argentina, por la autonomía universitaria. La influencia de ese movimiento en Colombia se dejó sentir en los medios culturales, en la juventud universitaria y en el Partido Liberal. Estas fuerzas impulsaron organizadamente la autonomía universitaria, la educación laica y la libertad de cátedra, conceptos que se constituyeron en sus banderas de lucha.

“La Ley 68 garantizó las libertades académicas y reconoció la participación de los profesores y de los alumnos en la dirección del claustro”.
 También ordenó la construcción de la Ciudad Universitaria con el ánimo de agilizar la integración física y académica de las diversas facultades y profesiones.

Refiriéndose al nuevo ambiente universitario, el historiador Jaime Jaramillo señala que “la reforma del 35 significó la apertura de la Universidad hacia nuevas corrientes del pensamiento y de la ciencia. Movimientos como el marxismo, el psicoanálisis, las nuevas doctrinas del derecho público francés, la filosofía del derecho alemán, la filosofía fenomenológica y existencial, antes vedados o desechados por conservadurismo y rutina, hicieron aparición en las aulas”.

El conjunto de transformaciones experimentadas por la educación –en especial la universitaria- encajaba con el pensamiento y la concepción de intelectuales y políticos que, desde el movimiento de Córdoba, venían desarrollando una intensa campaña en pro de la modernización de la educación en Colombia, caracterizada hasta entonces por la alta injerencia clerical, confesional y elitista.

Estudiantes y profesores reclamaban libertad de cátedra, modernización de programas, autonomía universitaria y otra serie de reivindicaciones recogidas por el Congreso de Estudiantes realizado en Ibagué en 1928, reseñadas por Jaramillo Uribe así:

 1) libertad de cátedra; 2) libertad de asistencia de los alumnos a cursos; 3) elaboración de programas anuales y actualización periódica de ellos; 4) exámenes orales y escritos ajustados a los programas; 5) si la tercera parte de los alumnos de un curso invitaba a una persona a dictar conferencias sobre determinada materia, el curso debía autorizarse; 6) no bastaban las clases ordinarias y las conferencias magistrales, junto a éstas deberían organizarse seminarios de investigación; 7) las cátedras deberían otorgarse por medio de concursos; 8) representación estudiantil en el seno del Consejo Directivo de la Universidad en proporción de una tercera parte y elección directa de estos representantes por los estudiantes; 9) universidad autónoma y elección de sus órganos de gobierno por los componentes de ella.”

En un artículo escrito por Gerardo Molina en 1937, en el que se refiere a la manera como Germán Arciniegas había plasmado en un proyecto de ley de 1932 los principios del movimiento de Córdoba, dice que su exposición de motivos constituye uno de los mejores trabajos hechos en el país sobre este asunto. Allí se proponía una autonomía completa para la Universidad en lo académico, en lo administrativo y en lo financiero, asignándosele rentas propias; se rechazaba la injerencia partidista en la educación superior, más aún si se trataba de un gobierno liberal, por cuanto una cuestión tan delicada no podía estar sujeta a los vaivenes de los cambios de gobierno. Molina calificó el proyecto como utopista, pues las clases dirigentes no se expondrían al riesgo de las implicaciones que la orientación de estos estudios pudieran revertir sobre el orden consagrado.

En el mismo artículo, al hablar sobre los cambios operados en la Universidad, Molina precisaría sus conceptos sobre la autonomía universitaria: 

“porque nuestra universidad no quiere distanciarse de la nación ni ser extraña al desarrollo de los sucesos públicos ha adoptado un tipo de organización relativamente autónomo. La autonomía total ha producido en otras repúblicas latinoamericanas resultados funestos, porque al desarticularse del Estado la universidad ha caído en poder de grupos interesados en refrenarla”
.

Para Molina, el Estado debe ejercer una discreta injerencia sobre los destinos de la Universidad: 

“La autonomía relativa, además, le permite a la Universidad el libre empleo de sus rentas y la autodeterminación en lo que mira a pénsumes, a personal docente y a otros materiales que le son esenciales... En cuanto al gobierno de la Universidad, su tendencia democrática se manifiesta en la presencia de alumnos en todas las entidades directivas y en la considerable importancia que tendrán las asambleas y consejos estudiantiles cuando estén debidamente organizados.”

Esta evolución de la concepción sobre la autonomía universitaria tenía que ver con el modelo de gobierno que se venía forjando desde 1930. Si el partido liberal había elevado a estatuto constitucional el intervencionismo en diversos campos –sobre todo en los relacionados con la cuestión social-, no era lógico esperar de él una política autonomista frente al principal centro de estudios superiores del país.

La libertad de cátedra vino a complementar el cambio producido en la Universidad con las medidas antes reseñadas. Este viejo anhelo democrático se abrió paso difícilmente, ante la enorme y pesada influencia de los decenios de hegemonía conservadora, durante los cuales la cátedra era de carácter confesional y los profesores –salvo unos pocos casos aislados- se seleccionaban de entre las filas del partido conservador. Con la reforma del 35 entra a regir el criterio del profesionalismo en la educación superior. Molina sostiene al respecto: 

“en la actual etapa política del país no puede ni debe tener la universidad un carácter confesional... abre sus puertas a ideas antes en exilio; acepta en el profesorado, mediante la sabida reglamentación que ha hecho de esa carrera, a elementos de cualquier formación ideológica desde que tenga un respaldo científico, estimula la libre investigación de los estudiantes y forma en ellos, a partir del año preparatorio hasta hoy la realización que ha logrado la reforma, el hábito del análisis en torno de los hechos diarios; y preconiza la necesidad de discutir en las aulas los grandes temas colectivos, a condición de que en esas controversias no intervenga ningún afán proselitista”.

El gobierno de López Pumarejo es claro en su interés por alcanzar la actualización de los estudios superiores con el nivel de las ciencias y las doctrinas de los países desarrollados para apuntalar su proyecto de sociedad capitalista desarrollada. Para ello era preciso vencer el espíritu federalista, intolerante y dogmático legado por los gobiernos de la regeneración conservadora y abrir las compuertas a las inteligencias represadas.

� Artículo publicado en la obra Universidad Nacional de Colombia 130 años de Historia. Compilada por Estela Restrepo Zea, Bogotá, 1998. Inicialmente había sido publicado en el periódico de esta Universidad Carta Universitaria, No 34 noviembre/1990.


� Molina, Gerardo. Pasado y presente de la autonomía universitaria. Revista de Divulgación Cultural de la Universidad Nacional. Bogotá. 1968. página 37.


� Jaramillo U., Jaime. El proceso de la educación, en Manual de Historia de Colombia. Tomo III. Colcultura. 1978. página. 334.


� Ibid., pág. 330.


� Molina, Gerardo. La nueva universidad, en Revista de las Indias. No. 6. 1937. Ministerio de Educación Nacional. Página 50.


� Ibid. Pág. 50.


� Ibid. Pág. 52.





PAGE  
1

